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Análisis del presupuesto provincial 2008

Introducción

Desde la CTA de la Provincia de Buenos Aires venimos presentando sistemáticamente, año tras año, análisis críticos sobre los presupuestos provinciales, insistiendo en la necesidad que se modifiquen los lineamientos con los que se elaboran, de corte predominantemente neoliberal. Pero no sólo presentamos está visión crítica, sino que también elaboramos propuestas para que el presupuesto se transforme en un intrumento que nos permita avanzar en la distribución de la riqueza, terminar con la pobreza y la desigualdad en la Provincia. Ello implica tener una visión social del presupuesto, priorizar las políticas públicas en políticas sociales, salud, educación, justicia, seguridad social y vivienda. En este sentido, tenemos el convencimiento que el Estado, bien utilizado,  es  la mayor herramienta distributiva. 

Para contar con los recursos necesarios, es preciso implementar políticas fiscales e impositivas progresivas que recauden con el aporte de quiénes más tienen, y también resolver la creciente crisis de endeudamiento del Estado provincial, con la co-responsabilidad del Estado Nacional.  Para. avanzar en esta dirección es preciso abrir el debate presupuestario a los actores económicos, sociales, políticos y culturales concretos de la comunidad, implementando el presupuesto participatvo en la provincia de Buenos Aires, así como también en sus municipios. Y de esta forma, acabar con el contrasentido de una provincia rica y un pueblo y un Estado pobres. 

 Hugo Godoy

Secretario General
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El presupuesto 2008

Una vez más reiteramos que es necesario que el presupuesto se transforme en una herramienta  política que facilite la participación política de los trabajadores y las organizaciones de la comunidad, con la finalidad de lograr que se prioricen en el presupuesto políticas públicas universales, que atiendan las necesidades y los derechos largo tiempo postergados de nuestro pueblo. Estas políticas universales deben destinarse a áreas vitales para la dignificación de la vida de nuestro pueblo: salud, educación, justicia, niñez y adolescencia, políticas sociales, trabajo, etc.

Lamentablemente, el actual proyecto de presupuesto no avanza en ese sentido. La formulación de políticas presentada en el mismo más bien confirman el rumbo seguido hasta ahora, tanto en lo que hace a la política económica en particular como al conjunto de las políticas en general. No hay demasiadas modificaciones respecto de los presupuestos anteriores: Y en algunos aspectos relevantes, el presupuesto en realidad no presenta ninguna orientación de la política que seguirá el nuevo gobierno. En estos punto más bien oculta que muestra las líneas de política que se habrán de seguir.

El presupuesto prevee un aumento de los gastos que lo elevan casi a 35.000 millones de pesos, al tiempo que los recursos con los que se cuenta para hacer frente a este gasto son de 32.800 millones. Estas cifras representan un aumento de un 15 % en el gasto y de un 13.8 % en los recursos, sobre lo ejecutado en el 2007. Puede especularse que en la medida en que dichas cifras sean similares a la inflación real que se produzca el año próximo, en términos reales, en verdad no habría un aumento en el gasto, sólo un ajuste en términos nominales del mismo.  

Un primer elemento importante es que, en base a estas cifras, se estima un déficit de 2140 millones de pesos. El déficit aumenta en un 60 % respecto del que se produjo el año pasado, que rondó los 1.300 millones de pesos. Es decir que se profundiza – en forma significativa – la tendencia deficitaria del presupuesto. Este déficit  a su vez se transforma en deuda pública provincial. Se estima que la misma se eleva para fin de este año a casi 37.000 millones de pesos. Esto representa un aumento de casi 4.000 millones de pesos sobre el nivel de deuda que tenía la provincia a fines del 2006. La mayor parte de esta deuda ha sido contraída con el Estado Nacional. Esto continuará profundizándose, a menos que se modifiquen los lineamientos de política económica seguida hasta el presente. En el actual presupuesto se autoriza el endeudamiento por casi 4.400 millones de pesos, previéndose que la mayor parte del mismo será con el Estado Nacional. 

No nos preocupa “en sí” el aumento del déficit y de la deuda provincial. Esa sería una típica crítica de la derecha, realizada a partir de los parámetros neoliberales.  Pero si nos preocupa en cuanto marca un problema "estructural" del Estado, que pone de manifiesto una limitante en la posibilidad de expansión del gasto. Señalamos esto pues entendemos que es absolutamente necesario, al ver que este presupuesto es “insuficiente” en aquellos aspectos que hacen a la satisfacción de las necesidades populares, que se incremente el gasto en forma legitima, a través de los mecanismos que venimos planteando desde nuestra central. 

El  proyecto – como en el mismo documento se lo señala – “ha sido elaborado teniendo en cuenta requerimientos formulados por la nueva administración”, Y deja en manos de la misma, del ejecutivo, más precisamente, el fijar aquellos aspectos que en el proyecto de presupuesto no se aclaran. 

Por lo cual en gran medida la aprobación de este instrumento se convierte en un hecho “formal”, que no permite una discusión profunda sobre los lineamientos reales de la política económica del gobierno bonaerense. Ni sobre los instrumentos que sería necesario implementar para avanzar en la distribución de la riqueza.

Así, por ejemplo, el proyecto de presupuesto no contiene una política de salarios (hay un aumento de un 7 % que es de arrastre de lo ya acordado), cuando claramente hay un conjunto de demandas ya planteadas por las organizaciones de trabajadores. En cuanto a los cargos que se crean en la Ley de Presupuesto la mayoría están orientados a la Policía y al Servicio Penitenciario, sin tener en cuenta la falta de trabajadores en todo el sector público y en especial en las áreas más criticas como por ejemplo Salud.

La Ley de presupuesto 2008 ratifica las facultades que le otorga al Poder Ejecutivo  la ley de Administración financiera y sistema de control del Sector Público aprobada hace unas semanas por los legisladores. Esta ley concede al ejecutivo ciertas licencias en el uso de los recursos y las reasignaciones presupuestarias.

Tanto es así que la ley permite al gobernador la reestructuración del presupuesto, la reasignación de partidas presupuestarias originalmente asignadas a otras finalidades, disponer la autorización de gastos no previstos según lo considere necesario. Todo esto sin pedir autorización a la Legislatura Provincial, pues solamente esta obligado a comunicarlo.

Esto queda claro porque la Ley de Presupuesto aclara que recién en abril de 2008 el Poder ejecutivo  distribuirá los créditos presupuestarios en Programas, finalidades, funciones, fuentes de financiamiento y demás aperturas.

Además la ley faculta al poder Ejecutivo Provincial a convenir con el Banco Provincia anticipos de fondos de recaudación fiscal sin poner un tope a ese anticipo, algo que si hacía la Ley de Contabilidad que autorizaba el anticipo hasta el 15 % de los recursos previstos en el presupuesto para la Administración Central.

A consecuencia de que no está hecha la distribución de los créditos presupuestarios en los distintos ítems, tampoco está expresada la pauta de gasto por función y finalidad, que recién se conocerá en abril del año próximo. Esta ausencia puede parecer un hecho formal,  pero no lo es. Pues dificulta el análisis del presupuesto en aspectos que consideramos relevantes, aquellos que son necesarios para la dignificación de la vida de nuestro pueblo. Pese a lo cual afirmamos que un análisis general del presente presupuesto muestra que sus previsiones no llegan a cubrir las necesidades populares. 

Esto se pone sobre todo de manifiesto si se considera que la implementación de ciertas leyes, como la de derechos integral de la niñez o la nueva ley provincial de educación, exigen mayores fondos para su implementación, a los ya escasos asignados históricamente en cada una de las áreas. También resulta imprescindible el necesario aumento de recursos en dos áreas que en los últimos años han perdido relativamente peso como son la de Salud y Políticas Sociales.

Por cierto, aquí es importante el analizar no sólo cuanto se gasta en un área, si no en qué tipo de políticas. No sólo el cuanto sino el para qué se gasta. Ese análisis excede, por cierto, los alcances de este trabajo, pero vale dejarlo sentado. 

Finalmente, en el documento tampoco se plantea ninguna reforma en la política tributaria, cuestión señalada expresamente en el proyecto. De igual manera es de extrema gravedad que los aportes del gobierno nacional estén atados al Proyecto de Financiamiento Ordenado y a la Ley de Responsabilidad Fiscal, dos mecanismos de ajustes a las provincias, que no comprometen al Gobierno Nacional a distribuir los recursos que acumula y que se originan en el territorio de la Provincia. Es claro que una política tributaria progresiva es una de las condiciones necesarias para aumentar la recaudación y proceder a una mayor distribución de la riqueza.

Este tipo de decisiones son, justamente, aquellas que generan las condiciones como para que sea “imposible” aumentar el gasto público. Imposibilidad escrita así, entre comillas, pues en verdad se basa en una serie de decisiones políticas, sean estas la de modificar la política tributaria, la relación con el Estado Nacional, entre otras cuestiones que pueden resultar relevantes.

Nosotros creemos, por el contrario, como ya lo hemos expresado en numerosas oportunidades, que las medidas para salir de esta situación tienen que ver con un conjunto de pautas y criterios entre las que podemos citar: 

· Impulsar el presupuesto social y participativo, que atienda y resuelva necesidades y derechos de nuestro pueblo.

· Transformar el sistema tributario provincial, generando un incremento de la recaudación provincial a través de una reforma impositiva provincial de carácter progresivo.

· Resolver la creciente crisis de endeudamiento del Estado provincial, con la co-responsabilidad del Estado Nacional. En base a esto transitar un Nuevo Acuerdo Federal, para, entre otros temas, poder discutir integralmente el sistema de Coparticipación Federal de Impuestos, crear un Fondo Federal de Salarios, e implementar Políticas sociales nacionales de carácter universal y la Deuda pública provincial con Nación.

· Con mayores recursos, el Estado debe intervenir como prioridades en las siguientes áreas: 

- Políticas públicas activas que garanticen los derechos de niños y jóvenes. 

- Puesta en práctica del Sistema integral de Promoción y Protección de Derecho de la niñez y adolescencia en todos los municipios de la Provincia de Buenos Aires.

- Establecer una Asignación Universal por hijo menor de 18 años y generalizar la ayuda escolar anual para garantizar que ningún niño/a viva en condiciones de pobreza. 

- Seguro de Empleo y Formación para los Trabajadores/as sin trabajo. 

- Asignación Universal para adultos mayores sin cobertura previsional y social, equivalente al haber mínimo jubilatorio.

- Salario mínimo, vital y móvil para todos/as los/las trabajadores/as, tomando como base la canasta familiar.

- 82% móvil para jubilados y pensionados. 

- Recuperación de los aportes a la seguridad social de los trabajadores privados. 

- Generar puestos de trabajo genuino y condiciones dignas, en el sector público y el privado. 

- Promover el acceso al primer trabajo de los jóvenes. 

- Nombramiento de personal en salud, educación y justicia.

- Fortalecer las áreas de producción estratégicas para el estado provincial.

- Consolidar un marco tributario, legal, financiero y jurídico para las empresas autogestionadas y partidas presupuestarias para las expropiaciones realizadas a favor de las empresas recuperadas.

- Garantizar el acceso a la salud pública y gratuita, potenciando un sistema integrado y articulado en todos los niveles.

- Aumento del presupuesto educativo, para la efectiva aplicación de la nueva Ley de Educación Provincial, garantizar el derecho social a la educación de todos los bonaerenses y dignificar el salario de los trabajadores de la educación.

- Mejoramiento de las condiciones de enseñar y de aprender en todas las escuelas públicas (infraestructura, equipamiento, etc.). Creación de escuelas de todos los niveles de enseñanza y los cargos correspondientes.

- Políticas públicas activas respecto de la integración de los discapacitados con todos sus derechos. 

- Reforma del Sistema Judicial en un proceso democrático y participativo. 

- Reforma del Sistema Penitenciario, para que se garanticen los derechos de las personas privadas de libertad.

- La seguridad física, moral, jurídica o social debe construirse a partir de políticas públicas universales que modifiquen la desigualdad, la exclusión, la pobreza y la desocupación y garanticen derechos de todas y todos. 

- Políticas que atiendan las necesidades reales del Poder Judicial: actualización de las plantas de personal y creación de nuevas dependencias, solución de problemas edilicios, de seguridad, de salubridad y la dotación de todos los medios faltantes.

- Las políticas sociales públicas formuladas sobre la base de la universalidad.

- Crear un organismo de monitoreo y control de la política social, con la participación de los representantes de los trabajadores ocupados y desocupados.

- Política alimentaria que, desde la concepción de soberanía alimentaria, garantice el derecho a la alimentación de toda la población.

- Procesos democráticos e inversión para la resolución de las problemáticas ambientales urbanas y rurales. 

- Planes de vivienda popular y proyectos que mejoren los accesos a los barrios.        

- Política de expansión del acceso a los servicios de agua potable, desagües cloacales, electricidad y gas. 

- Asegurar que todos los habitantes puedan acceder a los bienes energéticos, en condiciones que garanticen la racionalidad en el uso y la conveniencia para el medio ambiente. 

- Defensa de nuestros recursos naturales, frente a la depredación y sobreexplotación de bienes naturales.

- Que el Estado asuma un papel protagónico en la definición y ejecución de políticas públicas, en el cuidado del agua y del ambiente en general, que impidan la contaminación industrial, en áreas urbanas y rurales, aérea, de suelos, contaminación local y regional. 

- Cierre de la CEAMSE. Nuevas  políticas, que den respuesta integral al problema de la basura. Implementación de plantas de separación de residuos. 

- Establecimiento de una Tarifa Social Unificada (luz, agua, gas y telefonía).

- Promover que el poder de compra de las empresas de Servicios Públicos y del Estado Provincial se oriente a la investigación, desarrollo de la industria asociada y generación de Empleo.

- Políticas que garanticen la Reserva de Carga, para incrementar la industria naval, el 80 % de la cual se encuentra asentada en nuestra Provincia; Fondo de Financiamiento para esta industria y presupuesto provincial para mejoras del Astillero Río Santiago.

- Iniciativas que produzcan múltiples espacios de participación en las diferentes áreas culturales, en todos los distritos y barriadas. 

- Política de investigación científica al servicio del desarrollo productivo y de la producción de conocimientos, que transformen la dura realidad de gran parte de los bonaerenses. 

- Los avances científicos y tecnológicos deben ser bienes sociales, cuyo acceso debe estar garantizado por el estado provincial.

- Políticas para la resolución de las problemáticas que padecen las mujeres, consecuencias del avasallamiento de sus derechos. 

- Promover la libertad y la democracia sindical en la Provincia.

- Democratización del IOMA  y el IPS. 

Con estas propuestas los trabajadores ocupados y desocupados, activos y jubilados, privados y estatales, nucleados en la Central de Trabajadores de la Argentina (CTA)  asumimos el desafío y la responsabilidad de bregar por un Estado democratizado que privilegie la erradicación del hambre, la pobreza y la desocupación de nuestra provincia.

La Plata, 14 de diciembre de 2007.
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